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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  419-2023 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., noviembre siete (07) de dos mil veintitrés (2023) 

  

OBJETO DE LA DECISIÓN 
 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor BRARLY LUIS CEPEDA 

ORTIZ, identificado con la cedula de ciudadanía 8.501.452, contra el INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF, CENTRO ZONAL ENGATIVA, ICBF 

DEFENSORA DE FAMILIA ESPERANZA ACERO y vinculada JUZGADO 19 DE FAMILIA 

DE BOGOTÁ por vulneración al derecho fundamental constitucional de petición. 

ANTECEDENTES 
 
 
El señor BRARLY LUIS CEPEDA ORTIZ, identificado con la cedula de ciudadanía 

8.501.452, presenta acción de tutela contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR - ICBF, CENTRO ZONAL ENGATIVA, ICEBF DEFENSORA DE FAMILIA 

ESPERANZA ACERO a fin de que se pronuncie respecto a la petición de fecha 11 de 

octubre de 2023, respecto de poner al menor (sobrino del accionante) en disposición de su 

pareja sentimental.  

 
Fundamenta su petición en el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia de 1991. 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 
 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, 

mediante auto de octubre veinticuatro (24) de dos mil veintitrés (2023), dispuso dar trámite 

a la presente acción de tutela y notificar a la entidad accionada mediante correo electrónico, 

a fin de que ejerciera su derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y 

pretensiones indicados por la parte accionante y enunciados en el acápite de antecedentes 

de esta providencia. 

  
La accionada INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF, CENTRO 

ZONAL ENGATIVA, ICBF DEFENSORA DE FAMILIA ESPERANZA ACERO en alguno 

de los apartes de su respuesta indicó lo siguiente: 
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“EN CUANTO A LOS HECHOS:” 

“1. Que se pruebe ese parentesco y el interés en accionar.” 

“2. Es de aclarar que el ICBF a través del programa madres sustitutas incluye madres de 
toda Bogotá, son madres seleccionadas de acuerdo a los requisitos que exige el ICBF y 
todas están en condiciones de cuidar un NNA.” 
 
“3. Que se pruebe, toda vez que en proceso no hay ninguna certificación de esta clase, de 
otro lado el niño está recibiendo proceso terapéutico en la Asociación Creemos en Ti.  
Es necesario precisar que se radico en demanda en línea la homologación del proceso del 
NNA L.N.P.F. para el Juzgado Familia de Reparto el día 28 de septiembre de 2023 (ver 
correo adjunto), el día 9 de octubre de 2023 no se conocía el juzgado al cual fue repartido 
razón por la cual se requirió información y esta fue respondida ese mismos día el Centro de 
Servicios Judiciales informo que estaba en trámite, el día 10 de octubre se informó que el 
juzgado de reparto correspondió el 20 de Familia de Bogotá.” 
 
“Si bien es cierto el accionante radico derecho de petición el 11 de octubre de 2023, se le 
informo al peticionario que no se podía dar respuesta a petición y que se enviaba al juzgado 
20 de Familia de Bogotá por ser de su competencia ( adjunto correo).Para este despacho 
era desconocido que este Juzgado remitió por competencia al Juzgado 19 de Familia que 
había conocido homologación del fallo, se enteró el día 19 de octubre de 2023 mediante 
correo electrónico de esa fecha, en el cual efectuaba requerimiento a esta Defensoría de 
Familia. No se ha dado respuesta al D.P. porque este despacho no es el competente para 
resolver petición y en su debida oportunidad se envió al juzgado de conocimiento.” 
  
“En ningún momento este despacho le aseguro al accionante (porque nunca he hablado con 
él), que el NNA L.N.P.F. se le cambiaría la medida de ubicación o que se lo entregaría, que 
enviara a la esposa a Bogotá, porque estas decisiones no son de días, toda vez que esta es 
decisión del Juez de conocimiento, aunado a que tendría que probar condiciones.” 
 
“4. Es cierto en estos momentos esta defensoría no puede decidir sobre la solicitud efectuada 
por el accionante.” 

 

El vinculado JUZGADO 19 DE FAMILIA DE BOGOTÁ, fue notificado en debida forma y en 

término concedido guardó silencio. 

 

PROBLEMA JURIDICO 
 
Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si las accionadas 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF, CENTRO ZONAL 

ENGATIVA, ICBF DEFENSORA DE FAMILIA ESPERANZA ACERO y el vinculado 

JUZGADO 19 DE FAMILIA DE BOGOTÁ vulneraron el derecho fundamental constitucional 

de petición al señor BRARLY LUIS CEPEDA ORTIZ, al no pronunciarse respecto a la 

petición de fecha 11 de octubre de 2023, respecto de poner al menor LEANDRO NADIN 

PEREZ FONSECA (sobrino del accionante) a disposición de su pareja sentimental.   

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia,  en 

su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, 

que  todo ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o 
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interpuesta persona reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados  por 

alguna autoridad pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de 

tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: Que se trate de un 

derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o amenazado, que la 

violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un particular y 

que no exista otro medio de defensa Judicial.  

 

De los hechos narrados se desprende que la presente acción se centra en la obtención de 

pronunciamiento sobre las pretensiones enunciadas en el acápite de antecedentes de la 

presente providencia. 

 

Para decidir es del caso hacer las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 

La acción de tutela fue instituida en la Constitución Política de Colombia en su artículo 86, 

la cual se encuentra reglamentada a su vez por el Decreto 2591 del 19 de noviembre de 

1.991 y el Decreto 306 del 19 de febrero de 1.992, en los que se predica que tal acción se 

estableció para la protección de los derechos fundamentales del hombre, estén nominados 

o no en la Carta Magna, como lo indica el artículo 94 de la misma norma superior. A este 

medio de defensa judicial se acude para que se garantice la protección de los derechos 

fundamentales cuando estos se vean amenazados o sean vulnerados por alguna persona, 

bien sea por acción u omisión y, eventualmente se utiliza como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable. 

 

Conviene recordar lo afirmado por la sala plena de la Corte Constitucional  en sentencia  C-

543 de octubre 01 de 1992: 

“...tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio 
o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de 
ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga 
de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un 
perjuicio irremediable (artículo 86, inciso 3º, de la Constitución)”  

 
“... no es propio de la acción de tutela el sentido medio o 

procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o 
especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de 
los diversos ámbitos  de competencia de los jueces, ni el de instancia 
adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su 



 4 

consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no 
es otro que  el de brindar a la persona  protección efectiva, actual y 
supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales 
fundamentales. 

 
En otros términos, la acción de tutela ha sido concebida 

únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho 
creadas por actos u omisiones  que implican la trasgresión o la 
amenaza de un derecho fundamental, respecto de los cuales el 
sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser 
invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; 
es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar 
respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia 
de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de 
no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u 
omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, 
como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea 
procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del 
derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (artículo 6º 
del decreto 2591 de 1991. 

 
Así, pues, la tutela no puede converger con vías judiciales 

diversas por cuanto no es un mecanismo que sea factible de elegir 
según la discrecionalidad del interesado, para esquivar el que de 
modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia entre 
éste y la acción de tutela porque siempre prevalece –con la excepción 
dicha- la acción ordinaria. 

 
La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni 

menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. 
Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del 
actor, ya  que su naturaleza, según la Constitución, es la de único 
medio  de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin 
de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para 
otorgar a las personas una plena protección de sus derechos 
esenciales... Bien puede  afirmarse que, tratándose de instrumentos 
dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por 
excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos 
orígenes... 

 
La acción de tutela no puede asumirse como un sistema  de 

justicia paralelo al que ha consagrado el ordenamiento jurídico en 
vigor, El entendimiento y la aplicación del artículo 86 de la 
Constitución tan sólo  resultan coherentes y ajustados a los fines que 
les son propios si se   los armoniza con el sistema. De allí que no sea 
comprensible como medio judicial capaz de sustituir los 
procedimientos y las competencias ordinarios o especiales, pues ello 
llevaría a un caos no querido por el Constituyente. En ese orden de 
ideas, no es admisible la utilización de la tutela cuando existen otros 
medios de defensa judicial, salvo el caso del  perjuicio irremediable, 
tal como lo estatuye el artículo 86 de la Constitución”. 

 
 

Es imprescindible traer a colación lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos 

apartes de la sentencia T-265-20, la siguiente postura: 
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“…8. El inciso 4º del artículo 86 de la Constitución consagra el principio de 
subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela y determina que 
“(…) [e]sta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable”. 
 
“Del texto de la norma se evidencia que, si existen otros mecanismos de defensa 
judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección de los derechos 
que se consideran amenazados o vulnerados, se debe recurrir a ellos y no a la tutela. 
Sobre el particular, la Corte ha indicado que cuando una persona acude al amparo 
constitucional con el fin de que le sean protegidos sus derechos, no puede 
desconocer las acciones jurisdiccionales contempladas en el ordenamiento jurídico, 
ni pretender que el juez de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario 
que, dentro del marco estructural de la administración de justicia, es el competente 
para conocer un determinado asunto…” 
 

En este sentido, las pretensiones invocadas no están llamadas a prosperar por esta vía, 

toda vez que a la accionante le asisten otros mecanismos para obtener lo pretendido, sin 

embargo, se tiene que en cuanto a la petición de fecha 11 de octubre de 2023, respecto de 

poner al menor LEANDRO NADIN PEREZ FONSECA (sobrino del accionante) a 

disposición de su pareja sentimental, la accionada  INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR - ICBF, CENTRO ZONAL ENGATIVA, ICEBF DEFENSORA DE 

FAMILIA ESPERANZA ACERO manifestó que “Si bien es cierto el accionante radico 

derecho de petición el 11 de octubre de 2023, se le informo al peticionario que no se podía 

dar respuesta a petición y que se enviaba al juzgado 20 de Familia de Bogotá por ser de su 

competencia ( adjunto correo). Para este despacho era desconocido que este Juzgado 

remitió por competencia al Juzgado 19 de Familia que había conocido homologación del 

fallo, se enteró el día 19 de octubre de 2023 mediante correo electrónico de esa fecha” y 

adosa copia del correo electrónico denominado “RESPUESTA D.P. DE 11 DE OCTUBRE 

DE 2023 CASO NNA LEANDRO NADIN PEREZ FONSECA SIM 14599337” de fecha 11 de 

octubre de 2023, copia de correo electrónico denominado “REMISION PETICION DE 29 

DE SEPTIEMBRE y 11 DE OCTUBRE DE 2023 CASO NNA LENADRO NADIN PEREZ 

FONSECA SIM 14599337” de fecha 11 de octubre de 2023, copia del correo electrónico 

denominado “URGENTE NUEVA HOMOLOGACION H.A. 1126602536 SIM 14599337” de 

fecha 19 de octubre de 2023, como copia del correo electrónico denominado “Generación 

de la Demanda en línea No 743920” de fecha 10 de octubre de 2023. 

 

En tales circunstancias,  bien sabido es que uno de los requisitos para la  procedencia de 

la tutela  es que no haya conflicto  respecto  de los postulados sobre los cuales se cimienta 

la reclamación, pues  siendo la tutela un mecanismo subsidiario, el Juez Constitucional no 

puede inmiscuirse en asuntos litigiosos, que  solamente pueden ser dirimidos  mediante  un 

debate probatorio que garantice el derecho de defensa a los contendientes y mediante un 

debido proceso previamente confeccionado por el legislador. 
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En conclusión, asistiéndole a la accionante otros  mecanismos  para  prosperar  lo  

pretendido,  es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto de decisión, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

DECISIÓN 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE, la  acción  invocada  por el señor BRARLY 

LUIS CEPEDA ORTIZ, identificado con la cedula de ciudadanía 8.501.452, contra el 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF, CENTRO ZONAL 

ENGATIVA, ICBF DEFENSORA DE FAMILIA ESPERANZA ACERO y vinculada 

JUZGADO 19 DE FAMILIA DE BOGOTÁ, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si  la  presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la  H. Corte  

Constitucional  para  su  eventual  revisión,  en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 

31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE                                        

 

LA JUEZ,                                   

 

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 

 
 
mtrv 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación 
en estado: 

 
               No. 185  del 8 de noviembre de 2023   

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 


